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Aprobado por Acta No. 

Hora: 

1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por el actor, representante de la Organización de Indígenas Desplazados, mediante la cual solicita la revocación del fallo proferido el nueve (09) de diciembre de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, dentro de la acción de amparo interpuesta en contra del Municipio de Pereira y la Gobernación de Risaralda por el señor LUIS JAIR TAPASCO VARGAS.
2.- DEMANDA 

En el escrito presentado, se hace referencia a la rivalidad existente entre dos (2) organizaciones indígenas con asiento en la ciudad de Pereira, la Asociación Solidaria de Indígenas Desplazados -ASID- y la Organización de Indígenas Desplazados -OINDES-, cuyo representante promueve la acción en busca de obtener un trato igual frente a las determinaciones tomadas por la Administración Local y Departamental, respectivamente. En concreto, señala que su organización tiene personería jurídica No. 1565 de 1995, otorgada por el Departamento de Risaralda y representa a unas trescientas familias de las etnias Emberá–Chamí provenientes de Riosucio (Cds.), Quinchía (Rda.) e Ingas del Putumayo; que gestionó la adquisición de una casa para hacer reuniones y buscar el desarrollo de estas familias marginadas, cuya propiedad detenta el Municipio de Pereira. El día primero (1º) de julio del año dos mil cuatro (2004) fueron desajolados a la fuerza por parte de la otra organización indígena y que allí quedaron sus archivos y enseres que han sido hurtados casi en su totalidad.
Frente a tal situación se instauró una tutela que fue fallada a favor de OINDES por parte del Juzgado Cuarto Civil Municipal de esta ciudad, al reconocer la existencia de un comodato, decisión que fue revocada, al considerarse que tanto OINDES como ASID tenían derecho al uso de la casa. Se acudió entonces a la Alcaldía en busca de equidad para que reglamentara la forma en que tuvieran presencia allí las dos agrupaciones y en efecto, se inició el proceso pero no culminó al retirarse el otro grupo de la mesa, lo cual atribuye el actor al deseo de querer la casa para ellos o que se solucione el conflicto según sus reglas. Por no haber encontrado solución alguna, elevó derecho de petición el día diecisiete (17) de febrero de dos mil cinco (2005), el cual al momento de presentarse la acción no había sido respondido ni se había tomado decisión alguna.   
Refiere también una situación de discriminación por parte de la Administración Municipal, la cual concretiza en: le fueron entregados a ASID instrumentos musicales cuando ya estaba posesionada de la casa en mención, los cuales habían sido gestionados por OINDES al iniciar su mandato el actual Alcalde / Se realizan eventos en los cuales sólo es invitada como grupo indígena ASID / El Instituto Municipal de Salud entregó carnés de salud subsidiada a los miembros de ASID pero no a OINDES / La Secretaría de Educación Municipal ha nombrado profesores indígenas pertenecientes a ASID, sin tener en cuenta para nada a OINDES / Una querella presentada ante las Inspecciones de Policía por los hechos violentos del primero (1º) de julio de dos mil cuatro (2004) fue negada.

La Gobernación de Risaralda no sale tampoco bien librada y de ella se dice que les negó una petición con el argumento de no ser clara la existencia de OINDES, para lo cual se apoya en oficios de “desconocimiento” enviados por el Consejo Regional Indígena (CRI), del cual dice que es una asociación de cabildos cuyas funciones podrá ejercer cuando sea debidamente reconocida y en lo concerniente con el artículo 3º del Decreto 1088 de 1993, entre las cuales no está el avalar o desconocer organizaciones indígenas. Señala que OINDES no pertenece ni quiere pertenecer a ese Consejo Indígena como se desprende del citado decreto. Ello no los invalida como organización pero aduce que esas actitudes causadas por la Gobernación, les han causado daño, cuando incluso un funcionario en la prensa mencionó no saber nada de OINDES, lo cual provocó que ninguna entidad les preste la ayuda a la cual tienen derecho como grupo discriminado.
Concluye entonces que se está vulnerando el derecho consagrado en el artículo 13 constitucional, dado que OINDES es un grupo marginado de familias con limitados recursos económicos y pocas oportunidades laborales e intelectuales y solicita que por este excepcional medio se tutele la garantía a la igualdad y se adopten medidas a favor de grupos discriminados y marginados. En consecuencia, se ordene al Gobernador del Departamento de Risaralda y al Alcalde de Pereira, tomar las medidas que el Juez de Tutela estime pertinentes, para lo cual se debe fijar un plazo perentorio. 
3.- FALLO 

El señor Juez de Primer grado, en su providencia, tuvo en cuenta en primer lugar las respuestas suministradas por las entidades accionadas y entró luego en el análisis global del panorama que había sido puesto a su consideración, para lo cual hizo alusión a la finalidad del trámite excepcional, procedente cuando no existiera otro medio de defensa judicial y al artículo 13 de la Constitución, que se pregonaba vulnerado.

Ya en el fondo del asunto, estimó que no se había producido la violación de la garantía fundamental y que por el contrario, las entidades accionadas se habían preocupado por prestar la mejor colaboración posible, incluso, con la poca colaboración del tutelante. Sobre la organización indígena que representa, dijo que si bien era cierto reunía los requisitos para ser considerada sin ánimo de lucro, no había cumplido los pasos que estaba obligada a seguir de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 427 de 1996, en clara alusión a la presentación que se debía hacer del registro expedido por la Cámara de Comercio, ante las autoridades que ejercen la vigilancia y control. Por consiguiente, el representante de OINDES debió haber cumplido tal trámite para que esa agrupación gozara del control y vigilancia que  le corresponde ejercer a la Gobernación de Risaralda, de conformidad con el Decreto 1529 de 1990, y de esta manera poder optar por las ayudas a que tiene derecho como Organización de Indígenas Desplazados.
Estimó además, la improcedencia de la acción debido a que las entidades no le han vulnerado los derechos mencionados, por cuanto le proporcionaron respuesta a sus peticiones, y de igual manera, lo han tenido en cuenta para tratar de solucionar los problemas que se presentan entre OINDES y la ASID; demostraron que no fueron negligentes y que su actuación no fue arbitraria, por lo cual ni siquiera se podía hablar de un perjuicio irremediable. 
Concluyó anotando que no existía mérito probatorio para argumentar que al accionante se le haya o esté vulnerando alguno de los derechos fundamentales contemplados en la Constitución, toda vez que dispone de los medios de defensa judicial para proteger los derechos que estima vulnerados. Por las razones contempladas, no tuteló los derechos fundamentales invocados por el accionante.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor LUIS JAIR TAPASCO VARGAS, como representante legal de la Organización de Indígenas Desplazados, interpone recurso de apelación contra el fallo proferido y sustenta su inconformidad en los siguientes términos: 

En el fallo no se analizaron las pruebas y razones que presentó, en cambió se magnificaron las pobres excusas dadas por los accionados. Estima que la tutela no busca remplazar los actos que deban realizar las autoridades, pero debe defender al ciudadano contra las acciones desaforadas de las entidades públicas o privadas, dado su inmenso poder frente a los grupos o ciudadanos menos favorecidos.
Señala que el Municipio empezó a arremeter contra su comunidad desde mediados del año 2004, cuando sin derecho a ningún juicio ni explicación se le exigió la entrega de la Casa Cultural y señala que no fue coincidencia que los otros grupos indígenas hayan desalojado a OINDES de tal bien precisamente dos (2) días antes del plazo señalado para la devolución del mismo, en vista de haberse presentado reuniones previas entre la Alcaldía y los representantes de ASID y CRIR. Luego de eso, la Alcaldía no ha realizado ninguna actividad seria para obtener el control de esa vivienda de la cual es su titular, menos para lograr que OINDES también tenga asiento allí.

Estima que a la Administración Municipal le disgustó encontrar una familia residiendo en la mencionada vivienda cuando era ocupada por OINDES, situación que se presentó por la decisión de la comunidad en el sentido que su dirigente la atendiera y la cuidara. A la hora de ahora, no existe molestia por encontrarse varias familias viviendo allí, haberse hecho modificaciones en su interior e incluso, no tener acceso los funcionarios de la Alcaldía para inspeccionar esa propiedad.

Alude al oficio tardío con el cual se le dio respuesta a su petición, casi nueve meses después de presentarla, contestación que atribuye a la interposición de esta acción de tutela.

Hace hincapié en lo consignado en el escrito inicial, sobre haber intentado una querella para obtener la restitución del bien mueble, pero fue negada sin siquiera darle trámite, con aparente fundamento en el fallo de segunda instancia que habría de proferirse en la otra acción de tutela que había promovido antes. Sin embargo, dice que prestó toda su colaboración a la Alcaldía cuando quiso ingresar en  la casa y en el proceso de ubicación de comunidades desarrollado el primero (1º) de julio de dos mil cuatro (2004), para lo cual anota que asistió a todos los eventos a los cuales fue invitado.
Censura la afirmación de la Alcaldía sobre el poder los grupos indígenas a acudir a las vías de hecho amparados en su propia regulación, de la cual dice, sólo opera en las áreas rurales, dado que en el conglomerado urbano de Pereira no puede haber comunidades ancestrales, ni resguardos, ni cabildos, pero si los hubiere la ley indígena  cobijaría únicamente a los miembros de una misma comunidad. Desde ese punto de vista, tanto OINDES como ASID organizaciones rivales entre sí, están regidas por las normas comunes, como si fuera una asociación de zapateros o vendedores. Tal argumento también es utilizado para censurar la actitud del Consejo Regional Indígena, que con apego a una errónea interpretación del Decreto 1088 de 1993, afecta injusta y sistemáticamente a OINDES.

 En lo que hace con el Departamento, recaba en la personería jurídica que les fuera concedida mediante resolución No. 1560 del veintiocho (28) de diciembre de mil novecientos noventa y cinco (1995), por lo tanto la Gobernación no puede dudar de su existencia y no atenderlos porque no acudieron a registrarse. Así las cosas, no encuentra de recibo que se supedite su reconocimiento a una decisión de la Oficina de Asuntos Indígenas del Departamento o del Ministerio del Interior, cuando la primera de las mencionadas los ha desconocido varias veces.  Tal tratamiento, obedece a que el mismo Departamento le pide que para poderle colaborar debe arreglar su situación con el señor WILLIAM NASAYÁ a quien califica como verdugo suyo y de su comunidad. De todas maneras, alega que por haber quedado sus archivos en la casa de la cual fueran despojados, no puede aportar la prueba de haber informado a la Secretaría de Gobierno Departamental la inscripción en la Cámara de Comercio.

Adjunta copias de documentos enviados a las diferentes autoridades, para contrarrestar la presunta falta de gestión a la que atribuye la sentencia el no ser tenida en cuenta la organización por él representada, para pasar a concluir solicitando la revocatoria del fallo impugnado.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor LUIS JAIR TAPASCO VARGAS contra el fallo proferido por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En ese cometido, debe necesariamente manifestarse que en consonancia con la decisión tomada en la primera instancia, no encuentra la Sala vulneración alguna del derecho de igualdad, tal como lo plantea el impugnante.

Si bien es cierto, en la presente acción se hace alusión a unas circunstancias, en las cuales, en decir del actor, se materializa una discriminación, ella no se encuentra por parte alguna, por lo menos en lo que hace con las actuaciones de las entidades territoriales contra las cuales se dirigió el reclamo. El Tribunal hace tal afirmación, con fundamento en lo recopilado a través del presente trámite, donde consta que al señor TAPASCO VARGAS en su calidad de representante de la Organización de Indígenas Desplazados se le ha tenido en cuenta en las diferentes reuniones que se han llevado a cabo para tratar de solucionar el impasse presentado con la Casa de la Cultura Indígena -incluso con la participación de la Defensoría del Pueblo Regional-,  inmueble que aparentemente es el punto neurálgico de su inconformidad, habida cuenta de las circunstancias en que se produjo su retiro.

No puede desconocer la Sala, que de conformidad con la destinación que por parte de la Administración Municipal se dio a la edificación de marras, sería recomendable que todas las agrupaciones que representan a los indígenas en nuestra ciudad, tuvieran un mancomunado y organizado acceso a la misma; sin embargo, tal posibilidad por el momento no es posible no por una causa atribuible de manera directa a la Alcaldía de Pereira, sino por la situación de hecho que constituye la ocupación que por el momento ejerce la otra organización rival sobre el citado inmueble. Por manera que, la reinstalación de su organización en ese sitio, es asunto que escapa a la esfera normal de competencia que se  le ha atribuido al Juez en sede de tutela y es resorte exclusivo en primer lugar de la entidad territorial que ostenta el derecho a la propiedad sobre tal vivienda y en segundo, de la jurisdicción ordinaria a la que se acuda en aras de lograr la restitución del bien, potestad que radica única y exclusivamente en la Alcaldía de Pereira.
De todas maneras, es necesario destacar que en aras de solucionar el asunto de la ocupación, la administración municipal en efecto, concertó varias reuniones que no dieron fruto debido a la posición de una de las partes que no quiso seguir interviniendo en las mismas. De igual manera, una vez verificada la falta de acceso que tuvieron los funcionarios de la Alcaldía al mencionado inmueble, se trató de concertar otra reunión, a la cual de conformidad con lo manifestado por el apoderado del citado ente, no ha acudido el actor. 
En otro aspecto del reclamo, el que hace relación con la inequidad presentada con motivo de la distribución de carnés del SISBEN a los integrantes de ASID, el nombramiento de profesores indígenas de esa agrupación, así como al hecho de no ser invitados a eventos, circunstancias que no se predican de los miembros de OINDES, vale la pena resaltar que tales afirmaciones por el carácter de indefinidas, no permiten per se verificar si se ha violentado el derecho a la igualdad, porque faltan los elementos de referencia con los cuales realizar la respectiva confrontación con miras a establecer si ante situaciones iguales, el trato suministrado ha sido el mismo. 
Como se ve, no se sabe a ciencia cierta por ejemplo, a cuáles son las reuniones donde no se ha cursado invitación y si en verdad la otra organización rival ha sido convocada y en qué términos. Se desconoce si la organización OINDES presentó candidatos para el nombramiento como educadores indígenas y las calidades de los mismos, se ignora cuáles fueron las personas a las cuales se les negó la afiliación al SISBEN y la situación particular de cada una de ellas, en especial, porque de conformidad con la respuesta suministrada por la Alcaldía, OINDES presentó en años anteriores a personas que no reunían el requisito de pertenecer a la población indígena, razón por la cual, en la última ocasión, se le enviaron al señor TAPASCO VARGAS copias de los formularios de afiliación que debían ser completamente diligenciados, sin que hasta la fecha de contestación de la demanda, se hubiera producido su devolución a la Administración.
El derecho de petición al que hace alusión el actor, como bien lo admite la Alcaldía, no fue respondido en su debido tiempo y aunque una situación tal no deja de ser reprochable, habida cuenta de la obligación constitucional y legal en cabeza de todas las autoridades de suministrar la información pedida dentro del preciso término previamente definido; lo cierto es que así fuera tardíamente, se le entregó la contestación al actor, tal y como él mismo lo afirma en el escrito sustentatorio de la impugnación.

Frente a la actividad de la Gobernación, no deja de sorprender el criterio del accionante según el cual no tiene razón esta entidad territorial para exigirle la inscripción para poder entrar a ser vigilado por el ente territorial, cuando el mismo tiene origen en una disposición legal y no es el producto del capricho de la administración seccional. Empero, no se comprende cómo si tal como lo afirma el señor TAPASCO VARGAS, no está obligado a ello, al impugnar la sentencia, afirma que en efecto le informaron a la Secretaría de Gobierno Departamental la inscripción efectuada ante la Cámara de Comercio, pero carecen de la prueba de ello por estar sus archivos en la ya varias veces mencionada Casa de la Cultura Indígena. Entonces, ¿el asunto es de falta de prueba de una actividad o se trata por el contrario de la inexistencia de la obligación de hacerla?

Sea como fuere, las situaciones que denuncia en su demanda el actor, tienen más origen en la propia rivalidad y falta de comunicación existente entre las diferentes organizaciones que representan a los indígenas en esta ciudad y no en la voluntad de la Alcaldía Municipal de Pereira o la Gobernación del Departamento de Risaralda; por tanto, son situaciones sobre las cuales la acción de tutela resulta ser a todas luces un mecanismo improcedente para solucionar una situación que solamente puede ser resuelta en la medida en que todos los involucrados contribuyan en una causa común, que no es otra que velar por la población indígena que por una u otra razón hace presencia en esta ciudad lejos de sus tierras ancestrales.

En ese orden de ideas, deviene necesaria la confirmación de la providencia impugnada. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, que ha sido impugnado. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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